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Certiorari 
procedente del 
Tribunal de 
Primera Instancia, 
Sala de Aguadilla 
 
Caso Núm.  
A BD2014G0341 
 
Sobre: Artículo 
190, Código Penal 

Panel integrado por su presidente, el Juez Piñero González y 
las Juezas Birriel Cardona y Surén Fuentes. 
 
Piñero González, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2016. 

 Comparece el señor Jeffrey Torres Valentín (señor 

Torres Valentín o el peticionario) y solicita la revocación de la 

Resolución emitida el 18 de marzo de 2016 por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Aguadilla (TPI), archivada en autos 

copia de su notificación el 11 de abril de 2016. Mediante la 

referida Resolución el TPI declaró No Ha Lugar la Moción por 

Derecho Propio Bajo el Amparo de la Ley 246 C.P. y Moción por 

Derecho Propio presentadas por el peticionario en las que éste 

invoca el principio de favorabilidad. Solicita al amparo del 

Artículo 67 Código Penal de 2012, según enmendado por la 

Ley 246-2014, la reducción del 25% de su sentencia por 

infracción a los Artículos 189 y 190 del Código Penal de 2012, 

en su modalidad de tentativa. (A BD2014G0343) (A 

BD2014G0341)(A BD2014G0342).  
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 Por los fundamentos que expresamos a continuación, 

EXPEDIMOS el auto de Certiorari y REVOCAMOS la 

Resolución recurrida. 

I. 

 Por hechos ocurridos el 11 de septiembre de 2014 el 

Ministerio Público presenta varias denuncias contra el señor 

Torres Valentín por Infracción al Artículo 190 del Código 

Penal de 2012 (Robo agravado), uno por la modalidad de 

tentativa, y por infracción al Artículo 189 del aludido Código 

Penal de 2012. El señor Torres Valentín llega a un acuerdo 

con el Ministerio Público en el que se enmiendan las 

acusaciones y el peticionario hace alegación de culpabilidad 

por dos cargos por infracción al Artículo 190 del Código Penal 

de 2012, en su modalidad de tentativa y un cargo por 

infracción al Artículo 189 del mismo Código, también en su 

modalidad de tentativa. 

 El TPI acoge el acuerdo y dicta la Sentencia que se 

desglosa a continuación: 

1. A BD2014G0341- TENT. ARTÍCULO 190 CON 
ATENUANTES-12 años de cárcel. 
 

2. A BD2014G0342- TENT. ARTÍCULO 190 CON 

ATENUANTES-12 años de cárcel. 
 

3. A BD2014G0343- TENT. ARTÍCULO189CP- 10 
años. 
 

La Sentencia se cumplirá de forma  concurrente y 
consecutiva con cualquier otra sentencia que se esté 

cumpliendo. Abónese el Término cumplido. 

 
Mediante Moción por Derecho Propio Bajo el Amparo de la 

Ley 246 C.P. fechada 6 de febrero de 2016, el señor Torres 

Valentín solicita al TPI la aplicación del principio de 

favorabilidad. Asimismo, mediante Moción por Derecho Propio 
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fechada 7 de febrero de 2016, el peticionario solicita 

igualmente al foro primario la reducción del 25% de su 

sentencia, según establecido en el Artículo 67 del Código 

Penal de 2012, según enmendado por la Ley 246-2014. 

Sostiene el señor Torres Valentín que hizo alegación de 

culpabilidad y que fue sentenciado con atenuantes, al amparo 

del Código Penal del 2012, según enmendado. Mediante 

Resolución de 18 de marzo de 2016, archivada en autos copia 

de su notificación el 11 de abril de 2016, el TPI declara No Ha 

Lugar las peticiones de corrección de Sentencia presentadas 

por el señor Torres Valentín ante dicho foro.  

Inconforme el peticionario recurre ante nos mediante el 

recurso de epígrafe. En ajustada síntesis sostiene el 

peticionario que procede la aplicación retroactiva de la Ley 

Núm. 246-2014 a la sentencia de reclusión impuesta por el 

TPI por infracción a los Artículos 189 y 190 del Código Penal 

del 2012, enmendados por la aludida Ley 246-2014, en su 

modalidad de Tentativa. Señala que además, fue sentenciado 

con atenuantes, lo cual reduce un 25% de su Sentencia. 

Mediante Resolución de 20 de mayo de 2016 requerimos 

al TPI elevar los autos originales en calidad de préstamo; y el 

8 de junio de 2016 emitimos Resolución concediendo al 

Estado un término de diez (10) días para expresar su posición 

en torno a los méritos del recurso presentado por el señor 

Torres Valentín. El 27 de junio de 2016 comparece el Pueblo 

de Puerto Rico, mediante Escrito en Cumplimiento de Orden, 

representado por la Oficina de la Procuradora General. El 

Pueblo de Puerto Rico señala que se allana a la solicitud del 
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peticionario, toda vez que entiende le es de aplicación el 

principio de favorabilidad en virtud de lo resuelto en 

Pueblo v. Torres Cruz, 2015 TSPR 147.  

Examinados los escritos de las partes y los autos 

originales del caso ante nuestra consideración estamos en 

posición de resolver. 

II. 

-A- 

Sabido es que el auto de certiorari es el vehículo 

procesal discrecional que le permite a un tribunal de mayor 

jerarquía revisar las determinaciones de un tribunal inferior. 

Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913, 917 (2009). Nuestro 

más alto foro ha establecido que este mecanismo puede 

utilizarse “para revisar errores cometidos por las cortes 

inferiores no importa la naturaleza del error imputado.” Íd.; 

Pérez v. Tribunal de Distrito, 69 DPR 4, 19 (1948). No 

obstante, se trata de un auto que no es equivalente a la 

apelación sino que continúa siendo un recurso discrecional 

que debe ser concedido con cautela y por razones meritorias. 

Íd.  

En aras de que ejerzamos sabia y prudentemente 

nuestra facultad discrecional de atender o no en los méritos 

de los asuntos que nos son planteados mediante el recurso de 

certiorari, la Regla 40 del Reglamento de este Tribunal, 4 

LPRA Ap. XXII-B, establece los criterios que debemos 

considerar al atender una solicitud de expedición del auto: 

A. Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho.  
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B. Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.  

C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia.  
D. Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.  
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración.  

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del 

pleito y una dilación indeseable en la solución final del 
litigio.  
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia.  

 
Se ha reiterado como principio jurisprudencial que toda 

determinación judicial goza de una presunción legal de 

corrección. Pueblo v. Marcano Parrilla, 152 DPR 557, a la pág. 

570 (2000); Torres Rosario v. Alcaide, 133 DPR 707, a la pág. 

721 (1993); Pueblo v. Rodríguez Aponte, 116 DPR 653, a la 

pág. 664 (1985). Este Foro no interviene con el ejercicio de la 

discreción de los Tribunales de Instancia a menos que sea 

demostrado que hubo un claro abuso, que erró en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma procesal, o 

que nuestra intervención en esta etapa evitará un perjuicio 

sustancial. Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, a la 

pág. 745 (1986). A diferencia del recurso de apelación, el 

tribunal revisor tiene la facultad de expedir el auto de 

certiorari de manera discrecional. Rivera Figueroa v. Joe’s 

European Shop, 183 DPR 580, 596 (2011). 

De otra parte, la Regla 185 de Procedimiento Criminal, 

supra, le permite a las partes presentar ante el TPI una 

solicitud para revisar la legalidad de la sentencia o la pena 

impuesta. Al analizar un caso al amparo de esta Regla, es 

necesario distinguir las figuras jurídicas del fallo y la 
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sentencia. El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha definido el 

fallo como el pronunciamiento del tribunal que condena o 

absuelve a un acusado. Pueblo v. Tribunal Superior, 94 DPR 

220, 223 (1967). La sentencia es el pronunciamiento del 

tribunal que le impone la pena al convicto. Pueblo v. Valdés 

Sánchez, 140 DPR 490, 497 (1996).  

La jurisprudencia ha reiterado que la Regla 185 de 

Procedimiento Criminal, supra, no se utiliza para variar o 

dejar sin efecto los fallos. Pueblo v. Silva Colón, 185 DPR 759, 

774 (2012); Pueblo v. Valdés Sánchez, supra; véase, además, 

Informe de Reglas de Procedimiento Penal, Tribunal Supremo 

de Puerto Rico Secretariado de la Conferencia Judicial y 

Notarial, diciembre de 2008, pág. 646. La moción al amparo 

de la Regla 185 de Procedimiento Criminal, supra, puede 

presentarse en dos situaciones, a saber: cuando la sentencia 

es válida y cuando la sentencia es ilegal, nula o defectuosa. 

Pueblo v. Silva Colón, supra. 

La sentencia ilegal es aquella dictada por un tribunal 

sin jurisdicción o autoridad. Pueblo v. Lozano Díaz, 88 DPR 

834, 838 (1963). Si la sentencia es ilegal, la solicitud para 

modificar la pena puede presentarse en cualquier momento. 

Pueblo v. Silva Colón, pág. 775. En cambio, la sentencia legal 

es aquella dictada por un tribunal que tiene el poder para así 

hacerlo y cuya modificación se solicita “por causa justificada 

y en bien de la justicia”. Pueblo v. Silva Colón, supra. En esta 

última instancia, la moción debe presentarse dentro de los 

términos allí dispuestos. Véase, Pueblo v. Martínez Lugo, 150 

DPR 238 (2000). 
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-B- 

En Pueblo v. Mojica Cruz, 115 DPR 569 (1984) se 

reconoció la validez constitucional y la utilidad del 

mecanismo de la alegación preacordada para la disposición 

de casos penales. Pueblo v. Pérez Adorno, 178 DPR 946, 956 

(2010). Dicho mecanismo luego se codificó al aprobarse la 

Regla 72 de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, en la que 

se establecen los requisitos a cumplir para que una alegación 

preacordada pueda ser base de una sentencia condenatoria. 

Pueblo v. Pérez Adorno, supra, a la pág. 957. Íd. Conforme 

dispone, un acusado puede hacer una alegación de 

culpabilidad “a cambio de que el Ministerio Público se 

comprometa a: (1) pedir que se archiven otros cargos 

pendientes contra el imputado; (2) eliminar la alegación de 

reincidencia; (3) recomendar una sentencia específica o no 

oponerse a la solicitud de la defensa sobre una sentencia en 

particular, entendiéndose que el tribunal no estará obligado a 

dictar la sentencia recomendada o solicitada; o (4) acordar 

que cierta sentencia en particular dispone adecuadamente del 

caso”. Pueblo v. Acosta Pérez, 190 DPR 823, 831 (2014).  

Al sopesar si acepta una negociación preacordada, el 

tribunal deberá asegurarse de que se efectuó “con pleno 

conocimiento, conformidad y voluntariedad del imputado; que 

es conveniente a una sana administración de justicia, y que 

ha sido lograda conforme a derecho y a la ética". Íd.; Regla 

72(7) de Procedimiento Criminal, supra. Deberá cerciorarse 

también de que la persona imputada está consciente de todas 

las repercusiones que ha de tener su alegación; que se han 



 
 

 
KLCE201600840 

 

8 

observado los requisitos establecidos en la Ley para la 

Protección de Testigos y Víctimas; y “que existe base 

suficiente en los hechos para sostener la alegación de 

culpabilidad”. Íd. Si el acuerdo no satisface estos requisitos, 

entonces el juez deberá rechazarlo. Pueblo v. Pérez Adorno, 

supra. En caso de que la acepte, el tribunal le notificará a la 

persona imputada que la alegación preacordada ha sido 

incorporada y constituirá parte de la sentencia. Regla 72(3) de 

Procedimiento Criminal, supra. Pueblo v. Acosta Pérez, supra, 

pág. 831.  

Ahora bien, el tribunal juzgador tiene la discreción de 

aprobar o no la alegación preacordada que alcance la defensa 

y el Ministerio Público. Pueblo v. Acosta Pérez, 190 DPR 823, 

830 (2014). Incluso, si la acepta, “no está obligado a seguir las 

recomendaciones que le hagan las partes sobre una sentencia 

específica a imponerse al imputado de delito” sino que tiene 

discreción para imponer la sentencia que entienda que 

procede en derecho. Íd.; Pueblo v. Dávila Delgado, 143 DPR 

157, 171 (1997). Una vez es aceptado y la persona acusada se 

declara culpable, cualquier intento de las partes de retirar lo 

acordado es un incumplimiento del acuerdo mismo. Pueblo v. 

Acosta Pérez, supra, pág. 832. Al ser aceptado, el acuerdo 

queda consumado. Pueblo v. Pérez Adorno, supra.  

Al hacer una alegación de culpabilidad, la persona 

acusada renuncia a varios derechos constitucionales como su 

derecho a que se pruebe su culpabilidad más allá de duda 

razonable y el derecho a un juicio en su fondo, entre otros. 

Pueblo v. Pérez Adorno, supra, pág. 958. Sin embargo, la 
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persona convicta que ha efectuado una alegación de 

culpabilidad podrá atacar dicha convicción, y la sentencia así 

dictada, si cuenta con alguna alegación o defensa meritoria 

de debido proceso de ley. Pueblo v. Román Mártir, 169 DPR 

809, 820 (2007). Tiene a su haber el recurso de certiorari, o 

los procedimientos posteriores a la sentencia tales como la 

moción al amparo de la Regla 192.1 de Procedimiento 

Criminal, y el recurso de habeas corpus. Íd.   

En Pueblo v. Torres Cruz, res. el 4 de noviembre de 

2015, 2015 TSPR 147, nuestro Tribunal Supremo expresó 

que las personas que hayan realizado una alegación de 

culpabilidad preacordada pueden invocar posteriormente 

el principio de favorabilidad. A tales efectos expresó que 

salvo que la Asamblea Legislativa disponga otra cosa 

mediante una cláusula de reserva, es imposible impedir, a 

priori, que una persona renuncie a invocar posteriormente los 

beneficios de una legislación que le es aplicable y le puede 

beneficiar. Id. 

-C- 

El 26 de diciembre de 2014, mediante la aprobación de 

la Ley 246-2014 se enmiendan varios artículos del Código 

Penal de 2012.  

En el ámbito penal opera el postulado básico de que la 

ley que aplica a unos hechos delictivos es aquella vigente al 

momento de cometerse el delito. Pueblo v. Rexach Benítez, 

130 DPR 273, 301 (1992). El principio de favorabilidad se 

activa cuando una ley posterior es más beneficiosa para el 

acusado o confinado, salvo que exista una cláusula de 
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reserva que impida su extensión retroactiva. Pueblo v. 

González, 165 DPR 675, 685 (2005). Este principio de 

favorabilidad, el cual está consagrado en el Artículo 4 del 

Código Penal de 1974, así como en el Artículo 9 del Código 

Penal de 2004 y en el Artículo 4 del Código Penal 2012 según 

enmendado por la Ley 146-2012, establece en términos 

generales que “cualquier acusado tiene derecho a recibir el 

beneficio provisto por una ley posterior, siempre que ello 

resulte más favorable que lo dispuesto en la ley vigente al 

momento de la supuesta comisión de los hechos”. (Énfasis 

suplido). Ibíd. 

En cuanto a las leyes penales más favorables, distinto a 

la aplicación de las leyes ex post facto, no hay disposición 

constitucional alguna que obligue su aplicación. Id., pág. 686. 

Conforme a ello, el Tribunal Supremo ha expresado que: 

[e]l principio de favorabilidad no tiene rango 

constitucional, quedando la aplicación retroactiva de 
las leyes penales que favorezcan al acusado dentro de 

la prerrogativa total del legislador.  Es por ello que el 
principio de favorabilidad corresponde a un acto de 
gracia legislativa cuyo origen es puramente 

estatutario. Conforme a lo anterior, el legislador tiene 
la potestad para establecer excepciones al principio de 

favorabilidad ordenando la aplicación prospectiva de la 
ley vigente al momento de la comisión del hecho 
punible, aunque sea más desfavorable para el acusado 

que la ley vigente al momento de la condena. Dicho de 
otra manera, un acusado no tiene un derecho 
constitucional a la aplicación retroactiva de leyes 

penales más favorables. Ibíd. 

 

Atinente a ello el Artículo 4 del Código Penal de 2012, 

según enmendado por la Ley 146-2012, dispone lo siguiente: 

Artículo 4. Principio de Favorabilidad 

 

La ley penal aplicable es la vigente al momento de 
la comisión de los hechos. 
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La ley penal tiene efecto retroactivo en lo que 
favorezca a la persona imputada de delito. En 

consecuencia, se aplican las siguientes normas: 

 

(a)  Si la ley vigente al tiempo de cometerse el delito es 

distinta de la que exista al procesar al imputado o al 
imponerle la sentencia, se aplicará siempre la ley más 

benigna. 
(b)  Si durante el término en que la persona está 
cumpliendo la sentencia entra en vigor una ley más 

benigna en cuanto a la pena o al modo de 
ejecutarla, se aplicará retroactivamente. 
(c) Si durante el término en que la persona está 

cumpliendo la sentencia entra en vigor una ley que 
suprime el delito, o el Tribunal Supremo emite una 

decisión que despenalice el hecho, la pena quedará 
extinguida y la persona liberada, de estar recluida o en 
restricción de libertad.  

 

En estos casos los efectos de la nueva ley o de la 
decisión judicial operarán en pleno derecho. Artículo 4 

del Código Penal de 2012. 33 LPRA sec. 5004. (Énfasis 
suplido). 

 

La aplicación del principio de favorabilidad, o la 

aplicación retroactiva de la ley más favorable para el acusado, 

queda dentro de la prerrogativa del legislador. Pueblo v. 

González, 165 DPR 675, 686 (2005). Resulta importante 

señalar que la doctrina establece que el principio de 

favorabilidad opera cuando el legislador hace una nueva 

valoración de la conducta punible, en el sentido de excluir o 

disminuir la necesidad de su represión penal. Pueblo v. 

González, 165 DPR 675 (2005); Véase, Luis Jiménez de Asúa, 

Tratado de Derecho Penal, Tomo II, pág. 543 (1950). Se ha 

señalado que el principio de favorabilidad no tiene rango 

constitucional, por lo que la aplicación retroactiva de las leyes 

penales que favorezcan al acusado queda –como ya hemos 

dicho- dentro de la prerrogativa total del legislador. Pueblo v. 

Hernández García, supra; Pueblo v. González, supra. 

Es por ello que el principio de favorabilidad corresponde 

a un acto de gracia legislativa cuyo origen es puramente 
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estatutario. Pueblo v. González, supra. Un acusado no tiene 

un derecho constitucional a la aplicación retroactiva de leyes 

penales más favorables. Pueblo v. González, supra. El 

principio de favorabilidad no es absoluto. “En nuestra 

jurisdicción, la aprobación de cláusulas de reserva opera 

como una limitación al principio de favorabilidad; principio 

que, al carecer de rango constitucional, está dentro de la 

prerrogativa absoluta del legislador.” Pueblo v. González, 

supra. 

-D- 

En el Código Penal de 2012, previo a las enmiendas 

introducidas por la Ley 246-2014, la pena del delito de robo 

era un término fijo de 20 años, y en el caso de robo agravado, 

una pena fija de treinta (30) años. La Ley 246-2014 enmendó 

dichas penas y dispuso como sigue: 

Artículo 189.-Robo. (33 LPRA sec. 5259) 

 
 Toda persona que se apropie ilegalmente de 

bienes muebles pertenecientes a otra, sustrayéndolos 
de la persona en su inmediata presencia y contra su 
voluntad, por medio de violencia o intimidación, o 

inmediatamente después de cometido el hecho emplee 
violencia o intimidación sobre una persona para 
retener la cosa apropiada, será sancionada con pena 

de reclusión por un término fijo de quince (15) años.  
El tribunal también podrá imponer la pena de 

restitución. (Artículo 111 de la Ley 246-2014) 
 
Artículo 190.-Robo agravado. (33 LPRA sec. 2560) 

 
 Será sancionada con pena de reclusión por un 
término fijo de veinticinco (25) años, si el delito de 

robo descrito en el Artículo  189 se comete en 
cualquiera de las siguientes circunstancias: 

 
(a) Cuando se vale de un menor que no ha cumplido 
dieciocho (18) años de edad; 

(b) Cuando el bien objeto del delito es un vehículo de 
motor: 

(c) Cuando en el curso del robo se le inflige daño físico 
a la víctima; 
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(d) Cuando ocurre en un edificio ocupado donde esté la 
víctima o en cualquier otro lugar donde ésta tenga una 

expectativa razonable de intimidad; 
(e) Cuando medie el uso de un arma de fuego en la 

comisión   del delito; o 
(f) Cuando la víctima o víctimas sean amarradas, 
amordazadas o se limite su libertad de movimiento 

durante la comisión del delito. 

El tribunal también podrá imponer la pena de 

restitución. 

 
 Asimismo el Artículo 67 del Código Penal de 2012, 

según enmendado por el Artículo 35 de la Ley Núm. 246-2014 

dispone expresamente lo siguiente: 

Artículo 67.-Fijación de la Pena; imposición de 

circunstancias agravantes y atenuantes 

 

La pena será fijada de conformidad con lo dispuesto en 

cada Artículo de este Código. 

 

Excepto en delitos cuyo término de reclusión señalado 

en el tipo sea de noventa y nueve (99) años, el 

tribunal podrá tomar en consideración la existencia 

de circunstancias atenuantes y agravantes 

dispuestas en los Artículos 65 y 66 de este Código. En 

este caso, de mediar circunstancias agravantes, la 

pena fija establecida podrá ser aumentada hasta un 

veinticinco (25) por ciento; de mediar circunstancias 

atenuantes podrá reducirse hasta en un veinticinco 

(25) por ciento de la pena fija establecida.  

   

Cuando concurran circunstancias agravantes y 

atenuantes simultáneamente, el tribunal evaluará su 

peso, determinará si se cancelan entre sí, o si algunos 

atenuantes o agravantes deben tener mayor peso en el 

ejercicio de su discreción al sentenciar. 

 

Las circunstancias agravantes o atenuantes que la ley 

haya tenido en cuenta al tipificar el delito, al igual que 

las que son inherentes al mismo, no serán 

consideradas en la fijación de la pena. 

 

Las circunstancias agravantes o atenuantes que 

consisten en le ejecución material del delito o en los 

medios empleados para realizarlo, sirven únicamente 

para agravar o atenuar la responsabilidad de quien ha 

tenido conocimiento de ellas en el momento de realizar 

o cooperar en el delito. 33 LPRA sec. 5100, Supl. 2015. 
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Las circunstancias agravantes o atenuantes que se 

refieran al convicto en sus relaciones particulares con 

la víctima o en otra causa personal, sirven para 

agravar o atenuar la responsabilidad sólo de aquél en 

quien concurran. 

 
En lo atinente a la pena de la tentativa, el Código Penal 

de 2012, en su Artículo 36, 33 LPRA sec. 5049, dispone que: 

Toda tentativa de delito grave conlleva una pena 
igual a la mitad de la pena señalada para el delito 

consumado, no pudiendo exceder de diez (10) años 
la pena máxima de la tentativa. Toda tentativa de 
delito que conlleve una pena de reclusión por un 

término fijo de noventa y nueve (99) años, conlleva una 
pena de reclusión por un término fijo de veinte (20) 
años. 

 

En relación a la imposición de la sentencia, mediante el 

Artículo 33 de la Ley Núm. 246-2014, fue enmendado el 

Artículo 64 del Código Penal de Puerto Rico de 2012, 33 LPRA 

sec. 5097, para que lea como sigue: 

Artículo 64.- Imposición de la sentencia. 
 

Cuando el tribunal imponga pena de reclusión o pena 
que conlleve algún tipo de restricción de libertad, o la 

suspensión de licencia, permiso o autorización, dictará 
una sentencia determinada que tendrá término 

específico de duración. 
 

En los delitos graves cuyo término de reclusión 
señalado en el tipo sea de ocho (8) años o menos y en 

las tentativas de delitos, cuya pena sea igual o menor 
de ocho (8) años y en los tipos negligentes, el tribunal 

puede imponer una o cualquier combinación de las 
siguientes penas en sustitución de la pena de 
reclusión: restricción terapéutica, restricción 

domiciliaria, libertad a prueba o servicios 
comunitarios. 
 

En el caso en que combine una o más de estas penas 

deberá asegurarse de que el total de años de duración 
de las penas que combinó no sea mayor del término de 

reclusión dispuesto para el delito correspondiente. 

 

III. 

En nuestro estado de Derecho, las personas que hayan 

realizado una alegación de culpabilidad preacordada pueden 
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invocar posteriormente el principio de favorabilidad. Véase, 

Pueblo v. Torres Cruz, supra. 

Ante la ausencia de una cláusula de reserva en la Ley 

Núm. 246-2014 que impida su aplicación retroactiva, es 

preciso destacar que como cuestión de Derecho, procede 

aplicar retroactivamente al peticionario las enmiendas a las 

penas contempladas en los Artículos 189 y 190 del Código 

Penal de 2012, por la Ley Núm. 246-2014. Mediante dichas 

enmiendas se establece una pena fija de 15 años por 

Infracción al Artículo 189, supra, y una pena de 25 años por 

infracción al Artículo 190, supra.   

Antes de las enmiendas que la Ley 246-2014 estableció 

para las penas por infracción a los Artículos 189 y 190 del 

Código Penal de 2012, supra, este Código establecía una pena 

fija de 20 años por infracción al Artículo 189, supra, y una 

pena fija de 30 años por infracción al Artículo 190, supra. 

Ello sin considerar la modalidad de Tentativa, para cada 

uno y sin la presencia de atenuantes o agravantes, lo cual 

podía incrementar o disminuir la pena fija de tres años 

según fuera el caso. 

Ahora bien, cabe señalar que tras la alegación 

preacordada el peticionario fue sentenciado por el foro 

primario por infracción a los Artículos 189 y 190 en su 

modalidad de Tentativa y con atenuantes. La pena fijada 

por el TPI al señor Torres Valentín por las infracciones al 

Artículo 190 en su modalidad de Tentativa con 

atenuantes fue de doce (12) años por cada cargo a 

cumplirse concurrentemente. La pena fijada por el foro a quo 
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por la infracción al Artículo 189 en su modalidad de 

Tentativa y con atenuantes fue de 10 años, a cumplirse 

concurrentemente. 

Como señalamos anteriormente, aplican 

retroactivamente las enmiendas a las penas establecidas por 

la Ley 246-2014 para los delitos por los que fue sentenciado 

el peticionario, en su modalidad de Tentativa, así como la 

enmienda que hace el artículo 35 de la Ley 246-2014 al 

Artículo 67 del Código Penal de 2012, referente a la 

imposición de atenuantes. 

En el caso que nos ocupa el foro primario, al sentenciar 

al señor Torres Valentín, impone al peticionario la pena fija 

de 30 años, por cada cargo, que establecía el Artículo 190 

del Código Penal de 2012, antes de la enmienda que hace a 

dicho artículo la Ley Núm. 246-2014. A dicha pena el TPI le 

aplica la modalidad de Tentativa, por lo que reduce la pena 

de 30 años a la mitad que es quince años, por cada cargo y 

finalmente al aplicarle los atenuantes, la reduce a (12) doce 

años, por cada cargo. Sin embargo, el TPI toma como pena 

base para realizar el cálculo la pena fija de treinta años que 

establecía el Código Penal de 2012 sin considerar la 

enmienda que establece una pena fija de veinticinco (25) 

años.  El peticionario invoca correctamente la aplicación del 

principio de favorabilidad en cuanto a la imposición de una 

pena más benigna, según lo establece la enmienda de la Ley 

Núm.246-2014. Ello se traduce en que debemos interpretar 

que conforme a la enmienda de la Ley Núm.246-2014, al 

Artículo 190 del Código Penal de 2012 ya la pena fija para 
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ese delito no es la pena de treinta 30 años; sino (25) años. 

Es decir, que al aplicarle al peticionario el principio de 

favorabilidad, y haberlo sentenciado en la modalidad de 

tentativa de Artículo 190 y con atenuantes, en ambos 

cargos, dicha pena de veinticinco años se reduce a la 

mitad y a esa mitad se le reduce el 25% en virtud de los 

atenuantes que dispuso el foro primario y de forma 

concurrente. 

Lo mismo ocurre con aquellos extremos de la sentencia 

apelada, que imponen al señor Torres Valentín una pena de 

diez (10) años por un cargo de infracción al Artículo 189 del 

Código Penal de 2012, en su modalidad de tentativa y con 

atenuantes. Toda vez que como señala la Procuradora 

General, al peticionario le aplica el principio de favorabilidad, 

lo que procede es sentenciarlo tomando como pena base la 

pena de quince (15) años por infracción al Artículo 189, según 

lo establece la Ley 246-2014 en su enmienda a dicho Artículo 

y no la pena fija de veinte (20) que disponía el Código Penal de 

2012 para el Artículo 189, antes de la enmienda. Es decir que 

al aplicarle al peticionario el principio de favorabilidad, 

procede utilizar como pena base para fijar la sentencia los 

quince (15) años que estableció la Ley 246-2014 para 

infracciones al Artículo 189, del Código penal de 2012. Al 

haber sentenciado el peticionario en la modalidad de 

tentativa de Artículo 189 y con atenuantes, la pena fija de 

quince años, se reduce a la mitad y a esa mitad se le 

reduce el 25% en virtud de los atenuantes, según dispuso 

el foro primario. 
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En efecto con la aprobación de la Ley Núm. 246-2014 

fueron enmendados los artículos 189 y 190 del Código Penal 

de 2012, por los cuales se declaró culpable el peticionario en 

su modalidad de tentativa con atenuantes y se redujo la pena 

fija de veinte años a quince (15) años de reclusión en el 

Artículo 189, supra, y de treinta (30) años a veinticinco (25) 

años de reclusión en el Artículo 190. Como corolario de lo 

anterior, la pena para dichos delitos, en su modalidad de 

tentativa, se redujo a siete años y medio (7.5), y a doce años y 

medio (12.5), respectivamente. De modo que al aplicarse al 

caso que nos ocupa el efecto de los atenuantes, según 

dispuesto en la sentencia cuya corrección solicita el 

peticionario, la pena por el delito de tentativa de robo 

(Artículo 189), disminuiría a seis (6) años y la pena por la 

Tentativa de Robo Agravado (Artículo 190) disminuiría a diez 

(10) años, a cumplirse todas concurrentemente. 

Cónsono con lo anterior, con la anuencia de la Oficina 

de la Procuradora General, concluimos que en virtud del 

principio de favorabilidad, procede re-sentenciar al 

peticionario a diez (10) años de reclusión como pena máxima 

y no a la pena de doce (12) años que extingue. 

IV. 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, los 

cuales se hacen formar parte de esta Sentencia, EXPEDIMOS 

el auto de Certiorari y REVOCAMOS la Resolución recurrida 

que denegó al peticionario sus solicitudes de corrección de 

sentencia. En atención a los anteriores señalamientos, 
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ordenamos al TPI a resentenciar al señor Torres Valentín a 

diez (10) años como pena máxima de reclusión.  

 Notifíquese a todas las partes y a la Oficina de la 

Procuradora General. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


